
  

ANÁLISIS JURÍDICO DE LA SENTENCIA NO. 

51-23-IN/23, REFERENTE A LA CONSULTA 

AMBIENTAL COMO REQUISITO DE VALIDEZ 

DEL ACTO ADMINISTRATIVO. 
  

LEGAL ANALYSIS OF JUDGMENT NO. 51-23-IN/23 

REGARDING ENVIRONMENTAL CONSULTATION AS A 

REQUIREMENT FOR THE VALIDITY OF AN 

ADMINISTRATIVE ACT.  

  

Henrry Fausto Córdova Jaramillo 
Maestrante de la Maestría en Derecho, con mención en Derecho Procesal Administrativo y 

Litigación 

 

Freddy Ricardo Yamunaque Vite 
Universidad Nacional de Loja 

 

 



pág. 3957 

DOI: https://doi.org/10.37811/cl_rcm.v10i4.25405 

Procedimiento sancionador administrativo y régimen disciplinario judicial: 

incidencia en el debido proceso en Ecuador. 
 

Henrry Fausto Córdova Jaramillo1 

henrry.f.cordova@unl.edu.ec 

https://orcid.org/0009-0005-9920-4015 

Maestrante de la Maestría en Derecho, con 

mención en Derecho Procesal Administrativo y 

Litigación 

Universidad Nacional de Loja 

Ecuador 

 

Freddy Ricardo Yamunaque Vite 

freddy.yamunaque@unl.edu.ec 

https://orcid.org/0009-0007-8665-2446 

Universidad Nacional de Loja 

Ecuador 

 

RESUMEN 

El procedimiento sancionador que rige en el ámbito administrativo, ha alcanzado un amplio conjunto de 

estudios e investigaciones desde que el Código Orgánico Administrativo se emitió en el año 2017. Este 

hecho se debe a que ciertas fases y ritualismos que son parte de este procedimiento, se rige por la 

aplicación de derechos y garantías como el debido proceso, que aseguran la protección constitucional y 

legal a favor del administrado; no obstante, existe un procedimiento sancionador específico que es para 

quienes son parte de la administración pública de justicia del Ecuador, como lo es el Consejo de la 

Judicatura, que también cumple la función de sancionar a los funcionarios judiciales de esta entidad, 

bajo reglas y condiciones que se contienen en la Resolución No. 152-2022 emitida por el Pleno del 

Consejo de la Judicatura. La presente investigación está orientada a realizar un análisis concreto respecto 

de estas dos especies normativas, sus principales referencias, y cómo incide el debido proceso en el 

servidor público de la función judicial, durante la sustanciación de este procedimiento, respecto del 

contenido que posee el Código Orgánico Administrativo. Para la ejecución de este artículo de revisión, 

se hizo uso de métodos y técnicas de investigación científica en la ciencia del derecho, que serán 

apreciables en la lectura de este texto.  
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Administrative Sanctioning Procedure and Judicial Disciplinary Regime: 

Impact on Due Process in Ecuador.  
 

ABSTRACT 

Since the enactment of the Organic Administrative Code in 2017, the administrative sanctioning 

procedure has been the subject of extensive study and research. This is because certain phases and 

formalities within the procedure are governed by rights and guarantees—such as due process—that 

ensure constitutional and legal protection for the regulated party. However, a specific sanctioning 

procedure exists for entities within Ecuador's public administration of justice, such as the Judicial 

Council; this body is responsible for sanctioning its own judicial officials in accordance with the rules 

and conditions set forth in Resolution No. 152-2022, issued by the Judicial Council's Plenary. This 

research aims to provide a concrete analysis of these two regulatory frameworks and their key 

references, examining how due process affects judicial branch officials during the conduct of these 

proceedings in light of the Organic Administrative Code. Scientific research methods and techniques 

specific to the field of law were employed in the preparation of this review article, as reflected in the 

text itself. 

 

Keywords: Sanctioning procedure; due process; judicial official; public administration; legal 

classification of offenses. 

 
 
 

Artículo recibido 20 mayo 2026 

Aceptado para publicación: 20 junio 2026  



pág. 3959 

INTRODUCCIÓN 

La presente investigación analiza comparativamente el procedimiento administrativo sancionador 

previsto en el Código Orgánico Administrativo (COA en adelante) y el régimen disciplinario aplicable 

a las y los servidores de la Función Judicial. El estudio identifica las diferencias en términos y plazos 

procesales, evaluando su incidencia en las garantías del debido proceso. En particular, examina si la 

reducción de los plazos en el Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria limita el ejercicio 

efectivo del derecho a la defensa, especialmente en la preparación de la contestación, la proposición y 

práctica de la prueba, y la obtención de una resolución debidamente motivada, en contraste con las 

garantías procedimentales previstas en el COA. 

En este sentido, los procesos sancionadores en ámbito institucional, tienen una justificación válida desde 

el sentido de lograr la corrección de la conducta indebida en los servidores públicos, en el ejercicio de 

sus funciones. Para esto una acción u omisión en este ejercicio, desemboca en una consecuencia, que a 

la postre, debe ser sancionada conforme lo dictan las normas legales del derecho positivo y 

administrativo ecuatoriano. La investigación del autor Toledo Ávila (2025) justifica la instauración del 

debido proceso, mencionando que:  

(…) es positivo y de cierta manera indispensable, a fin de controlar y frenar las conductas indebidas y 

arbitrarias de quienes ejercen la burocracia a nivel nacional, así como el establecimiento en derecho, de 

las sanciones que acarrean las malas prácticas en el escenario del derecho administrativo, y la aplicación 

en el régimen institucional (pág. 7). 

Basado en esto, la idea central de un procedimiento nace de una lógica procedimental que, dentro del 

sistema legal, justifica una fórmula equilibrada de indebido comportamiento, frente a la sanción por este 

hecho, lo que explicado por Nettel y Rodríguez (2018) es claro al decir: “(…) a partir de la perspectiva 

que ofrece el derecho disciplinario, puede optimizar y hacer funcional el sistema de responsabilidades 

de los servidores públicos” (pág. 114), es decir, no existe una duda que la formación de un conjunto de 

sanciones -que bien pueden ser un llamado de atención, sanción pecuniaria o destitución- cumple una 

función positiva en el profuso campo del derecho administrativo en este país. 

Ahora bien, es necesario establecer a grosso modo que, la intención de esta investigación, tiene como 

fin analizar lo que el Código Orgánico Administrativo (COA) refiere respecto a la sanción disciplinaria 
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que dicta la norma de marras, ya que la potestad o facultad sancionadora es una iniciativa punitiva que 

la ejerce la administración pública (Buitrón, 2023), pero que, en el caso de la administración de justicia, 

también posee una especie normativa concreta y específica para estos procedimientos sancionadores, 

que se representa en el denominado Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria para las y 

los servidores de la Función Judicial (Reglamento). 

En este sentido, se debe considerar que la responsabilidad y sujeción de deberes y responsabilidades al 

escenario burocrático que se consuma en la función judicial, es una obligatoriedad que no se puede 

obnubilar por quienes son operadores jurídicos, dentro del ámbito jurisdiccional o administrativo: “Es 

decir que la responsabilidad de los servidores de la Función Judicial, no es ajena a la responsabilidad de 

los servidores públicos en general” (Larrea Dávalos, 2018, pág. 14).  

Estas dos aristas del derecho administrativo, serán debidamente analizadas para establecer si el 

equilibrio, ponderación y respeto al debido proceso están debidamente representadas en estas 

normativas, o si en su defecto, existen espacios, fases o ritualismos que colisionan entre las mismas, 

afectando en especial el derecho y garantías que tiene la o el funcionario judicial en el escenario en el 

que, en teoría, debe primar el respeto a estos dos presupuestos del derecho constitucional y 

administrativo. 

METODOLOGÍA 

En el presente estudio se recurrió a diversos fundamentos propios de la investigación científica, 

adoptando un enfoque cualitativo que permitió profundizar y desarrollar de manera detallada el tema 

propuesto. Para ello, se utilizaron distintas fuentes de la literatura jurídica, entre ellas la Constitución de 

la República, sentencias de la Corte Constitucional, jurisprudencia y doctrina especializada en materia 

de potestad sancionadora, en relación con el Código Orgánico Administrativo y el Reglamento 

sancionador del Consejo de la Judicatura. 

De igual forma, con el fin de precisar la idea central que orienta este trabajo, se procedió a describir y 

analizar el contenido jurídico de los principales ejes temáticos: i) el derecho administrativo, ii) el derecho 

sancionador y iii) el Reglamento sancionador, considerando en todo momento los derechos y garantías 

que deben ser protegidos en favor del funcionario judicial. 

Para la elaboración de esta investigación, se emplearon métodos propios de la investigación 
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jurídica, destacándose el método dogmático, orientado a la recopilación y sistematización de 

información relevante, el mismo que permitió la identificación de fuentes documentales pertinentes 

al tema de estudio; así como el método exegético, que permitió interpretar las normas desde la 

perspectiva del legislador, respecto a los procedimientos sancionadores del COA y del Reglamento 

en estudio. Asimismo, se aplicó el método analítico-sintético, el cual facilitó una comprensión 

integral de las disposiciones jurídicas y contribuyó a alcanzar resultados coherentes con los 

objetivos planteados. Finalmente, como técnica de investigación, se hizo uso de fichas 

bibliográficas para organizar y clasificar las principales fuentes documentales, conforme a la 

estructura prevista en el desarrollo del estudio. En este sentido, se identificaron importantes 

diferencias que se destacan en ambas especies sancionadoras que serán debidamente detalladas en 

el estudio ut infra. 

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Hacia la debida comprensión de los procedimientos sancionadores. 

El sentido de un procedimiento sancionador, ha sido instituido en la normativa del COA, hacia un fin 

que justifica su existencia para evaluar y sancionar las inconductas de los servidores públicos del país. 

Así las cosas, es posible entender a la administración pública a partir de sus amplias competencias y 

facultades que están previstas en el texto constitucional que explica que: “La administración pública 

constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 

jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia 

y evaluación” (Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 227); así como en contraparte, 

menciona:  

Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el 

ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente 

por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos (Ejusdem, art. 223). 

Lo que significa, que la disposición constitucional determina la cualidad que debe representarse desde 

la óptica constitucional en cuanto el servicio público, equilibrando la balanza entre la causa y efecto 

jurídico de sus comportamientos. Asimismo, se colige que el COA instituye en su contenido respecto el 

denominado procedimiento sancionador desde el artículo 244 y subsiguientes, aunque sin definir un 
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concepto preciso de lo que es la facultad sancionadora desde el espacio institucional; sin embargo, para 

ilustrar estos razonamientos iniciales, se considera el aporte de Benavides y Saldarriaga (2025) que 

expone del procedimiento sancionador desde la administración pública, al referir que:  

tiene sobre sí misma la atribución de sancionar a los individuos cuando estos hayan incurrido en una 

infracción a una norma jurídica con rango de ley, esto se da en gran parte por celeridad procesal, con la 

finalidad de evitar la saturación de los despachos jurisdiccionales y puedan darse respuestas inmediatas 

(pág. 4).  

Es decir, la infracción a la normativa vigente debe ser entendida como el momento procesal que deriva 

al funcionario a una eventual sanción por su negligencia en el ejercicio de sus funciones; es decir: “(…) 

Se le impone una sanción al administrado, basado en el ius puniendi que tiene el Estado para aplicar 

sanciones y logar un normal desenvolvimiento en sociedad” (Obiol, 2018, pág. 494). En este sentido, la 

lógica formal del derecho administrativo, permite que los procesos sancionadores se configuren como 

una forma incluso de proteger al Estado de eventuales perjuicios que podrán afectar cuestiones puntuales 

como una mala imagen o la afectación a las arcas estatales por indemnizaciones a terceros. 

Entonces, la comprensión del procedimiento sancionador parte de una base conceptual constitucional y 

legal, que se añade con criterios de especialistas en el derecho administrativo, que a la vez pude ser 

complementado por la opinión de Rea Moposita et. al (2025) quienes exponen que:  

El procedimiento administrativo sancionador constituye un mecanismo esencial dentro del derecho 

administrativo, que permite a las instituciones públicas imponer sanciones a quienes incumplen la 

normativa vigente, siempre bajo el respeto a principios fundamentales como el debido proceso, la 

seguridad jurídica, la proporcionalidad y la legalidad (pág. 1501).  

Siendo así, los conceptos esgrimidos, establecen la base conceptual que será analizada desde el enfoque 

investigativo en que, se ha de realizar una diferenciación plena entre el procedimiento sancionador que 

determina el COA, y su principal analogía o diferencia con el Reglamento Sancionador del Consejo de 

la Judicatura, como instrumento normativo para las sanciones a los funcionarios judiciales. 

Funcionarios judiciales y su régimen sancionador específico en Ecuador. 

Las responsabilidades, deberes y obligaciones de los servidores públicos del país, poseen un rango 

constitucional como se mencionó supra, y esto se equilibra y conjuga con sus derechos y garantías. 
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Desde el sentido del derecho sancionador, la intención del mismo es conseguir que las actividades del 

funcionario público se realicen canalizando propiamente el respeto irrestricto a sus funciones y deberes, 

bajo la tutela de la normativa jurídica. Concisamente se puede decir que: “La delimitación clara del 

procedimiento administrativo sancionador evita el uso discrecional del poder público y fortalece la 

seguridad jurídica dentro del sistema administrativo ecuatoriana” (Rivera y Silva, 2025, pág. 105).  

De lo dicho, es trascendental dejar sentado que todos los servidores públicos del país, se rigen por la 

normativa del COA; no obstante, y centrando esta investigación, la administración de justicia a nivel 

nacional, para aplicar sanciones a sus funcionarios y funcionarias, posee el del Reglamento Sancionador 

del Consejo Judicatura (Reglamento en adelante), el mismo que se encuentra vigente por medio de la 

Resolución No. 152-2022 emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura. Basado en esto, este 

reglamente instituye un conjunto de fases y ritualismos destinados a sancionar eventualmente al 

funcionario judicial, y que se contiene en su objetivo principal que es:  

Regular el procedimiento administrativo para el ejercicio de la potestad disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura paras las y los servidores de la Función Judicial, prevista en la Constitución de la República 

del Ecuador y en el Código Orgánico de la Función Judicial (Reglamento, 2021, art. 38). 

Lo que significa que este Reglamento, es la especie concreta y única para sancionar a los funcionarios 

judiciales que, conforme se advierte de su objetivo, tiene una relación normativa con el Código Orgánico 

de la Función Judicial, debido a que esta institución -representada por el Consejo de la Judicatura- tiene 

entre sus elementos humanos a los jueces y juezas, fiscales y defensores públicos a nivel nacional. Esta 

separación normativa, obedece al mandato constitucional que determina que: “El Consejo de la 

Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008, art. 178, inc. 2). 

Continuando, es necesario establecer que lo que corresponde a las sanciones previstas a los funcionarios 

judiciales, la potestad la ejerce la misma administración del Consejo de la Judicatura, debido 

principalmente a la naturaleza misma de las actividades que ejercen los operadores jurídicos a nivel 

nacional. En esta parte se considera el aporte de los investigadores Vaca y Macero (2026) que razonan:  

Esta atribución constitucional configura la base jurídica que legitima el ejercicio de la potestad 

disciplinaria sobre los servidores judiciales, diferenciándola de la función jurisdiccional. Se trata de una 
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facultad administrativa sancionadora que debe ser ejercida con pleno respeto a los principios del debido 

proceso, la legalidad, la motivación y la proporcionalidad, en concordancia con los estándares 

constitucionales y los instrumentos normativos que regulan su aplicación (pág. 1142).  

En efecto, se debe considerar como coherente y adecuado que, desde el sentido del derecho público y 

positivo, exista una especie concreta para sancionar al empleado judicial que incumpla con sus funciones 

y atente a los principios y valores de la administración de justicia. Según explican Rodríguez et. al 

(2024):  

cada etapa del procedimiento disciplinario se encuentra establecida en este reglamento, por lo cual su 

objetivo es supervisar el cometimiento de una infracción disciplinaria por partes de los servidores 

judiciales y de comprobarse este cometimiento se emitirá una resolución motivada considera (sic) como 

pronunciamiento final (pág. 4441).  

Así las cosas, el Reglamento que se analiza en este texto, tiene una consistencia y contundencia 

encaminada a transparentar lo concerniente a las actividades judiciales que se materializan en la 

administración de justicia, por medio de sus funcionarios judiciales. La Corte Constitucional del 

Ecuador, refiere en su jurisprudencia que es necesaria la proporcionalidad en el procedimiento 

sancionador que posee el Consejo de la Judicatura como entidad autónoma e independiente desde el 

derecho administrativo. En contexto estableció:  

que el objetivo de atacar la impunidad y contrarrestar formas de corrupción para alcanzar la realización 

de la justicia es legítimo y constitucional, porque se trata de los y las servidores que administran el 

sistema judicial e imparten justicia ordinaria para todas las personas en Ecuador (Corte Constitucional 

del Ecuador, sentencia No. 22-22-IN/24, núm. 59). 

Basado en esto, la importancia de un procedimiento sancionador “específico” se destaca por iniciar, 

tramitar y finalizar desde el contexto de la administración pública, aquellas faltas leves, graves y muy 

graves (gravísimas) que se tipifican en el Código Orgánico de la Función Judicial en:  

los artículos (sic) 107, 108 y 109 que tienen como sanciones, dependiendo del tipo de infracción, la 

amonestación escrita, sanción pecuniaria que no exceda del 10% de la su remuneración mensual, 

suspensión del cargo sin goce de remuneración por un plazo que no exceda de 30 días y la destitución 

(Páez Bimos, 2022, s.p) 
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Lo que claramente verifica la necesidad de contar con un régimen sancionador específico ante la 

especificación de las sanciones que pueden cometer los servidores judiciales en el ejercicio de sus 

funciones, considerando las delicadas actividades judiciales que se emiten en el quehacer jurídico, así 

como el dolo y la culpa malintencionada que puedan hacer por acción u omisión, dependiendo 

esencialmente de su configuración en el régimen sancionatorio. Considerando esto, se procede al análisis 

puntual de la legitimidad de este Reglamento desde el enfoque investigativo.  

La legitimidad del proceso sancionador del COA y del Reglamento del Consejo de la Judicatura 

en el ejercicio del derecho del debido proceso.  

El establecimiento de la normativa sancionatoria del COA, establece claramente la posición que debe 

asumir el Estado frente a la conducta indebida o ilegal de los funcionarios públicos, empezando por 

indicar la necesidad de su establecimiento en dicha especie normativa, como se indicó ut supra. Frente 

a esto, se debe establecer que la legitimidad y legalidad de que el Consejo de la Judicatura, asuma el 

procedimiento sancionador a través de su propia especie (Reglamento) es porque dicha entidad posee la 

representación legal, judicial y extrajudicial a través de su Director General, lo que le otorga un amplio 

espectro de legalidad en sus actuaciones administrativas (Moreta, 2018).  

De esta forma, lejos de colisionar con el principio de legalidad en el ámbito administrativo, tanto el 

COA como el Reglamento, cumplen una función precisa y adecuada para ajustar los procedimientos 

sancionadores a los funcionarios públicos, enfatizando en que los operadores jurídicos, son parte del 

sistema burocrático ecuatoriano; y, además, se aplica el principio de la de la denominada autonomía 

administrativa, el mismo que es explicado a través de la investigación de Jiménez et. al (2025) quienes 

exponen que:  

La competencia normativa de carácter administrativo tiene sus raíces en la necesidad de las 

administraciones públicas de autoorganizarse y establecer directrices internas que permitan una gestión 

eficiente y coherente. Históricamente, esta facultad surge del principio de autonomía administrativa, que 

reconoce a las entidades públicas la capacidad de dictar normas internas para el cumplimiento de sus 

fines y la adecuada prestación de servicios públicos (pág. 61-64). 

Lo que significa que es la gestión eficiente y la coherencia interna, la que otorga a la administración 

pública del Consejo de la Judicatura, la facultad de iniciar los procedimientos sancionatorios por medio 
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del Reglamento, entonces, este principio de autonomía administrativa es el medio jurídico pertinente 

para lograr que exista un conjunto de fases y ritualismos propios de quienes son parte de la función 

judicial, y están dentro de un procedimiento sancionador. 

Ahora bien, ante lo desarrollado es necesario exponer la inquietud de si, el debido proceso está presente 

en el procedimiento sancionador del COA y el Reglamento del Consejo de la Judicatura. Para esgrimir 

las ideas iniciales de este razonamiento, se puede mencionar: “que el debido proceso administrativo 

debe ser interpretado y aplicado junto con otros principios, escritos o no escritos, explícitos o implícitos, 

que completan su sentido normativo” (Carvajal, 2010, pág. 11), es decir, su interpretación y aplicación 

debe conjugarse con el contenido del texto constitucional, que se contiene en cada uno de los elementos 

del que se compone, conforme lo instituye el artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador. 

En este sentido, el debido proceso es y debe ser aplicable en la administración pública -como es el 

Consejo de la Judicatura, como órgano rector en la administración de justicia- y no sólo como parte de 

la composición directa del principio de legalidad, sino que adquiere un mayor sentido cuando se tramitan 

los procedimientos sancionadores dentro del sector justicia. Según explica Sampedro et. al (2024): “en 

el ámbito de los procedimientos administrativos, este principio adquiere una importancia destacada, ya 

que establece las normas que deben seguir las autoridades administrativas al ejecutar sus funciones y 

tomar decisiones que impactan los derechos y deberes de los ciudadanos” (pág. 1726).  

Empero, si existen dos especies normativas que regulan procedimientos sancionadores en el espectro de 

la administración pública ¿el debido proceso es garantizado en su aplicación cuando se inicia el trámite 

sancionador en contra de una o un funcionario judicial? Ante esto, se debe valorar lo que expresa River 

y Silva (2025), quienes manifiestan acertadamente que: “El procedimiento administrativo sancionador 

se basa en principios que orientan su aplicación justa y equitativa. Entre ellos destacan el principio de 

legalidad, tipicidad, proporcionalidad, celeridad y objetividad” (pág. 106). 

Lo que indefectiblemente ubica un parámetro de valoración y trascendencia investigativa, en el sentido 

de que, los principios de legalidad, tipicidad, proporcionalidad, celeridad y objetividad que se 

manifiestan en el COA, deben estar asegurados en su aplicación en el Reglamento sancionador del 

Consejo de la Judicatura, ya que su omisión sería la manifestación de la arbitrariedad e ilegalidad en la 

administración pública. En este sentido, la importancia e intención de contar con la aplicación del debido 
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proceso en el procedimiento sancionador es que se apliquen adecuadamente los parámetros de acusación 

o acto de inicio, derecho a la defensa, etapa probatoria, audiencia, dictamen, resolución, medios de 

impugnación (Alvarado y Gavilanez, 2022), como pilares sobre los cuales debe garantizarse el régimen 

sancionador disciplinario.  

Con el fin de dilucidar los principales parámetros de este estudio, se presenta el siguiente subcapítulo, 

que analiza y detalla de manera puntual, lo pertinente a la diferenciación del procedimiento sancionador 

del COA, en contraste con lo que refiere el Reglamento Sancionador del Consejo de la Judicatura.  

Resultados. 

La obtención de los principales establecimientos normativos, permiten realizar una descripción gráfica 

de los principales elementos que se contienen en el COA por medio de su procedimiento sancionador; 

y, del contenido de la Resolución No. 152-2022, el mismo que es ejercido por el Consejo de la 

Judicatura, a saber:  

Cuadro 1.- Principales diferencias entre el COA y el Reglamento Sancionatorio del Consejo de la 

Judicatura.  

Normativas Resolución 152-2022 Código Orgánico 

Administrativo (COA) 

Diferencia principal 

Ámbito de 

aplicación 

Regula exclusivamente 

el procedimiento 

disciplinario de los 

servidores de la Función 

Judicial.  

Regula la actividad 

administrativa y los 

procedimientos 

administrativos de todas las 

entidades del sector público.  

La Resolución tiene 

carácter especial; el 

COA constituye la 

norma general 

administrativa. 

Naturaleza 

jurídica 

Reforma el Reglamento 

para el Ejercicio de la 

Potestad Disciplinaria 

del Consejo de la 

Judicatura.  

Es un Código Orgánico que 

contiene las normas 

generales del procedimiento 

administrativo.  

La Resolución 

desarrolla un régimen 

específico; el COA 

fija principios y reglas 

comunes. 

Autoridad 

competente 

Otorga al Pleno del 

Consejo de la Judicatura 

El COA regula la 

competencia administrativa 

La Resolución 

identifica órganos 
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competencias específicas 

para resolver medidas 

preventivas de 

suspensión y otros actos 

disciplinarios.  

de forma general para todas 

las administraciones 

públicas.  

concretos; el COA 

regula la competencia 

de manera abstracta. 

Medidas 

preventivas 

Regula expresamente la 

suspensión preventiva de 

servidores judiciales 

hasta por tres meses, 

incluso con suspensión 

de remuneración.  

El COA desarrolla principios 

del procedimiento 

sancionador, pero no 

establece una medida 

preventiva específica para 

servidores judiciales.  

La medida preventiva 

es una regulación 

especial propia del 

régimen disciplinario 

judicial. 

Excusas y 

recusaciones 

Determina causales 

específicas de excusa 

para autoridades 

disciplinarias (interés 

personal, parentesco, 

amistad íntima, 

enemistad manifiesta, 

etc.).  

El COA garantiza 

imparcialidad e 

independencia como 

principios generales de la 

actuación administrativa.  

La Resolución 

desarrolla causales 

concretas; el COA 

establece principios 

generales. 

Requisitos de 

la denuncia 

Establece requisitos 

detallados para admitir 

una denuncia 

disciplinaria, 

reconocimiento de firma 

y validación de firma 

electrónica.  

El COA regula el derecho de 

petición y el debido 

procedimiento, sin establecer 

requisitos específicos para 

denuncias disciplinarias 

judiciales.  

La Resolución 

contiene requisitos 

procesales 

especializados. 
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Investigación 

previa 

Fija un plazo máximo de 

30 días para investigar y 

hasta 45 días para emitir 

informe motivado, con 

posibilidad excepcional 

de reapertura por cinco 

días.  

El COA establece reglas 

generales del procedimiento 

administrativo y del debido 

proceso, sin prever estos 

plazos específicos.  

La Resolución 

determina tiempos 

concretos para la 

investigación 

disciplinaria. 

Notificaciones Permite notificaciones 

personales y electrónicas 

mediante correo 

institucional y 

direcciones registradas.  

El COA regula de manera 

general las actuaciones y 

comunicaciones 

administrativas.  

La Resolución adapta 

las notificaciones a la 

estructura de la 

Función Judicial. 

Renuncia del 

servidor 

investigado 

La renuncia o 

desvinculación del 

servidor no extingue ni 

suspende el 

procedimiento 

disciplinario.  

El COA no contiene una 

disposición específica para 

servidores judiciales en este 

supuesto.  

Es una regla especial 

para garantizar la 

continuidad del 

control disciplinario. 

Principios 

aplicables 

Hace referencia al debido 

proceso durante la 

investigación 

disciplinaria.  

Desarrolla un catálogo 

amplio de principios: 

juridicidad, eficacia, 

eficiencia, transparencia, 

proporcionalidad, 

imparcialidad, racionalidad, 

buena fe, seguridad jurídica, 

tipicidad, irretroactividad, 

entre otros.  

El COA contiene un 

desarrollo mucho más 

amplio de los 

principios 

administrativos. 



pág. 3970 

Tipicidad y 

potestad 

sancionadora 

Remite al Código 

Orgánico de la Función 

Judicial para determinar 

las infracciones 

disciplinarias.  

El COA dispone que las 

infracciones y sanciones 

administrativas deben estar 

previstas en la ley y prohíbe 

la analogía y la interpretación 

extensiva.  

El COA establece las 

garantías generales; la 

Resolución aplica 

esas garantías al 

ámbito judicial. 

Relación 

normativa 

Es normativa especial y 

complementaria al COFJ 

y aplica subsidiariamente 

las normas generales del 

procedimiento 

administrativo cuando 

corresponda.  

El COA prevé que los 

procedimientos 

disciplinarios regulados por 

normativa propia aplicarán 

subsidiariamente sus 

disposiciones.  

Existe una relación de 

especialidad: 

prevalece la 

Resolución y el COFJ, 

mientras el COA 

opera de manera 

supletoria. 

Fuente: Normativa del COA y Reglamento. 

Elaborado por: Los investigadores. 

 

Considerando la descripción que se detalla a continuación, los principales descubrimientos de la 

presente investigación, serán debidamente singularizados por medio del capítulo infra, considerando las 

diferencias debidamente marcadas en este espacio investigativo.  

Discusión.  

En lo principal, el planteamiento investigativo desentraña algunos aspectos de preponderancia que se 

alinean con los principales objetivos de la investigación, que estaban orientados a describir las 

principales diferencias entre la normativa del COA y el Reglamento, explicar lo pertinente a fases y 

momentos procesales-administrativos; y, en consecuencia, su incidencia en el debido proceso, como 

derecho constitucional y una categoría jurídica en el espectro del derecho administrativo. Esto fue 

posible a la singularización de información doctrinal, jurisprudencial y normativa, conforme al amplio 

estudio que se realizó en esta ocasión académica.  
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En lo principal, los procedimientos sancionadores tienen un conjunto de características que se justifican 

desde el escenario de la administración pública, para un fin que se orienta desde la transparencia 

institucional hasta la responsabilidad de quienes ejercen las funciones de burócratas en las variadas 

instituciones públicas del país. Desde el enfoque investigativo, se colige que todo lo que normativamente 

permita el debido y adecuado derrotero de las funciones públicas por medio de sus funcionarios, es 

loable al interés social. Se considera nuevamente el criterio de los investigadores Rea et. al (2025) 

quienes enfatizan mencionando: “El procedimiento sancionador es una facultad conferida por el Estado 

para determinar si corresponde o no aplicar una sanción. Este proceso subraya la relevancia de asegurar 

las garantías del debido proceso” (pág. 1502). 

Considerando lo mencionando, este estudio ha argumentado de manera correcta las principales 

características que existen en el procedimiento sancionador en el régimen del sector público; no 

obstante, se ha centrado esta investigación en establecer cuál es la importancia e incidencia de que exista 

una separación normativa entre el procedimiento común y general que presenta el COA para todos los 

procedimientos sancionadores; a diferencia del que se contiene en el Reglamento, que es una especie 

específica y singularizada para todos los que son parte de la función judicial, en su calidad de operadores 

jurídicos.  

La obtención de información pertinente en este estudio, se representa en el cuadro 1, el cual expone las 

principales diferencias que existen entre ambas especies, destacando en primer lugar, que los 

procedimientos que se tramitan para sancionar a los servidores públicos, tienen similitudes establecidas 

en cuanto el fin del procedimiento, que es el determinar la pertinencia de una sanción, a través de una 

denuncia o de oficio, iniciativa que la principalizan las autoridades jerárquicas de las instituciones 

públicas; no obstante, se advierten notorias diferencias que son evidentes, individualizando que, el 

Reglamento, permite que ciertos funcionarios o funcionarias del régimen disciplinario del Consejo de 

la Judicatura, puedan excusarse de iniciar y resolver el procedimiento, por cuestiones de amistad íntima, 

parentesco, intereses en conflicto, entre otros, aspecto que en el COA, no se determina. 

Continuando, la investigación previa que propone el Reglamento del Consejo de la Judicatura, presenta 

una cuantificación de días en los que se debe conseguir los resultados precisos para tramitar 

seguidamente el procedimiento sancionador; situación que no se evidencia en el COA, que presenta un 
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trámite estándar y generalizado en cuanto la investigación previa. Seguidamente, una diferencia notable 

es la aplicación del debido proceso que lo garantiza el Reglamento en su contenido, antes y durante la 

ejecución del procedimiento sancionador; contrario a lo que dice el COA, que aplica sobre el mismo 

procesos, principios como eficiencia, transparencia, proporcionalidad, imparcialidad, racionalidad, 

buena fe, seguridad jurídica, tipicidad, irretroactividad, lo cual es plausible desde el marco de 

protección del funcionario, y que robustece el debido proceso. 

Asimismo, se evidencia que el procedimiento sancionador que lo inicia el Reglamento, se rige por las 

inconductas eventuales que pueden cometer los servidores judiciales y que constan de manera específica 

en el Código Orgánico de la Función Judicial, es decir, cada falta, sea leve, grave o gravísima, es el 

vehículo que encasilla un procedimiento concreto y una sanción definitiva; situación que el COA no la 

distingue, sino que la generaliza a través de un procedimiento. 

De lo expuesto, la presente investigación presenta este estudio para determinar las principales 

diferencias y semejanzas entre el procedimiento sancionador del COA y del Reglamento sancionador 

del Consejo de la Judicatura, que como se dijo anteriormente, tienen el mismo fin que es de sancionar 

al servidor público cuando comete alguna infracción, entendiendo que esta denominación de servidor, 

la posee el operador judicial, indiscutiblemente. 

Ante esto, se analiza que el debido proceso como un derecho y garantía constitucional, tiene su espacio 

de protección en ambas especies, singularizando que en el Reglamento y como lo dice la tabla 

comparativa, se presenta en cada fase con el fin de estabilizar al funcionario judicial en el escenario de 

su eventual sanción, y asegurar que pueda ejercer su legítima defensa, a fin de conseguir una decisión 

administrativa -que puede ser demandada en el ámbito jurisdiccional- basada en el derecho 

administrativo y acorde al contenido del Reglamento. 

En este sentido, se ha descrito este estudio destacando las puntuales particularidades del procedimiento 

sancionador de manera general, como lo expone el COA, y de manera concreta, como lo dispone el 

Reglamento, estableciendo los principales hallazgos, pero sin negar que ambos procedimientos, se rigen 

con irrestricto respeto a los derechos y garantías del debido proceso en el contexto del derecho 

administrativo ecuatoriano.  
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CONCLUSIONES. 

El procedimiento sancionador previsto en el Código Orgánico Administrativo y el régimen disciplinario 

regulado por la Resolución No. 152-2022 responden a una relación de complementariedad sustentada 

en el principio de especialidad normativa. Mientras el COA establece los principios generales de la 

potestad sancionadora administrativa, el Reglamento del Consejo de la Judicatura desarrolla un 

procedimiento especializado para los servidores judiciales, atendiendo a las particularidades funcionales 

de la administración de justicia, considerando el principio de autonomía administrativa.  

Las principales diferencias entre ambos regímenes se evidencian en la regulación procedimental y no 

en la finalidad de la potestad sancionadora. El Reglamento incorpora mecanismos específicos relativos 

a medidas preventivas, investigación previa, excusas y recusaciones, requisitos de la denuncia, plazos 

procesales y continuidad del procedimiento disciplinario, aspectos que no son desarrollados con el 

mismo nivel de especificidad en el COA, sin que esto signifique que algunas de estas dos normas, sea 

insuficiente o exigua al fin por el cual fueron concebidas. 

La investigación demuestra que el debido proceso constituye el eje transversal de ambos 

procedimientos, aunque su materialización presenta diferencias de intensidad normativa. El COA 

consagra un catálogo amplio de principios administrativos aplicables a toda actuación sancionadora, 

mientras que el Reglamento adapta dichas garantías al contexto disciplinario de la Función Judicial 

mediante reglas procesales específicas que fortalecen el ejercicio del derecho a la defensa y la tutela de 

los funcionarios judiciales.  

El estudio concluye que la diferenciación normativa entre el COA y el Reglamento disciplinario no 

genera una contradicción estructural, sino un modelo de regulación especializada orientado a garantizar 

un control disciplinario más eficiente sobre los servidores judiciales. No obstante, se advierte la 

conveniencia de fortalecer la armonización interpretativa entre ambos cuerpos normativos para asegurar 

una aplicación uniforme de las garantías constitucionales del debido proceso y evitar criterios 

divergentes durante el ejercicio de la potestad disciplinaria. 
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